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Las distintas y continuas acciones que conducen hacia situaciones en las que se afecta y 
generan daños ambientales por prácticas inadecuadas de algunas actividades productivas, 
industriales, además de actos delictivos por grupos al margen de la ley respecto al uso, 
manejo, afectación, contaminación, deterioro y daño al medio ambiente ha dado origen a 
innumerables debates, denuncias y cuestionamientos jurídicos en materia ambiental en 
Colombia. El derecho como ciencia, y en particular el derecho penal, constituye una 
herramienta que regula las diferentes actividades humanas, acciones que en ocasiones 
ponen en riesgo el equilibrio no solo social, sino además el ambiental.  
 
El presente artículo describe un marco teórico y algunos antecedentes, tomando como 
base la aplicación y desarrollo que países como España, Estados Unidos y el Reino Unido 
han ejercido en materia del derecho penal ambiental. Se hace un acercamiento hacia la 
fundamentación constitucional ambiental y del Código Penal colombiano, así como los 
delitos ambientales contemplados en este. Con el fin de tener una percepción normativa 
en cuanto al proceso sancionatorio ambiental se consultó la Ley 1333 de 2009.  
____________________________________ 
*
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Finalmente se hace un planteamiento de unificación de la aplicabilidad de la teoría 




Derecho Penal, Régimen Sancionatorio Ambiental, Delitos Ambientales, Protección 
Ambiental. 
 




The various and continuing actions that lead to situations where it matters and 
environmental damage generated by inappropriate practices of some productive activities, 
industrial as well as criminal acts by groups outside the law regarding the use, handling, 
impact, contamination, deterioration and damage to the environment has given rise to 
countless discussions, complaints and legal issues in environmental matters in Colombia. 
The law as a science, and in particular the criminal law is a tool that regulates various 
human activities, actions that sometimes threaten the balance not only social but also 
environmental.  
This article describes a theoretical framework and backgrounds, based on the application 
and development of countries like Spain, USA and the United Kingdom have had on the 
environmental criminal law. It is an approach to environmental and constitutional 
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foundations of the Colombian Criminal Code, as well as environmental crimes. To get a 
sense regulations regarding environmental punitive process, we consulted the Law 1333 
of 2009.  
 
Finally, there is a unifying approach to the applicability of the theory consulted with a 
social, political, economic, environmental, ecological and national security. 
 
Keywords.  



















La naturaleza su medio ambiente y los sistemas ecológicos que integran un territorio son 
parte fundamental para la estabilidad en las sociedades; por medio de esté componente se 
suplen las necesidades de la comunidad en una nación. Por lo anterior, los elementos que 
constituyen dicho sistema refieren a cada uno de los recursos naturales presentes en un 
territorio, entre ellos: el agua, el suelo, el aire, la biodiversidad, los ecosistemas, entre 
otros. Durante la historia de la humanidad estos componentes han sido la base para su 
desarrollo, así como del suplemento ante las necesidades sociales que dependen de lo 
ambiental.  
 
Colombia por ser una región geográficamente estratégica y de gran riqueza en recursos 
naturales renovables, no renovables y por su biodiversidad, ha sido objeto de afectaciones 
que durante muchas décadas han alterado, dañado y deteriorado su estructura ecológica y 
ambiental; por tal motivo, y ante circunstancias como daños a recursos hídricos, emisión 
de gases contaminantes al aire, tráfico de fauna y/o flora silvestre, depósito de residuos 
peligrosos, entre otros, han sido factores que han llevado a que los derechos esenciales de 
la sociedad, en relación con el medio ambiente, sean acogidos, debatidos, regulados y 
sancionados por una regulación constitucional, civil y penal. 
 
De acuerdo a lo anterior, los daños y deterioros ambientales en Colombia han sido temas 
de grandes debates, así como de doctrinas jurídico-ambientales, en las cuales, un factor 
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común en las discusiones es la responsabilidad del sujeto que sobre una actuación frente 




En Colombia la aplicación de normas que refieren a la penalización por delitos 
ambientales y ecológicos no ha sido clara, motivo por el cual diferentes efectos y 
acciones -entre ellas- la contaminación en fuentes hídricas, tráfico de fauna y flora, 
quemas, deforestación de bosques, cambios de uso de suelo, inadecuada disposición de 
residuos peligrosos, entre otros que atentan contra la estabilidad de la naturaleza, el 
entorno ambiental y/o la población civil, debido a que los efectos posteriores causan 
afectaciones, daños o perdidas de un bien tanto natural, como social. 
 
El Derecho Penal, el Constitucional, Administrativo y el Derecho Ambiental aun cuando 
hacen parte de un sistema jurídico -en su función e interacción- poco ha sido la claridad 
que se da en la tipificación en lo que refiere a delitos por el medio ambiente en Colombia, 
sin embargo, con la expedición de la reciente Ley 1333 de 2009 que definió el nuevo 
Procedimiento Sancionatorio Ambiental para el país, implica dicha norma un 
acercamiento hacia una tendencia de la sociedad, las empresas, instituciones y 
autoridades ambientales a ejercer una práctica más rigurosa, no solo en contextos 
técnicos y operativos, sino además jurídicos. 
 
El objetivo del desarrollo de este articulo ha sido identificar la aplicabilidad que tiene el 
derecho penal respecto a la Ley 1333 de 2009 que refiere al nuevo Procedimiento 
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 MESA CUADROS, Gregorio. Debates sobre derecho ambiental, Bogotá, Ed. Universidad Nacional de 
Colombia, Instituto Unidad de Investigaciones Jurídico-Sociales Gerardo Molina. Bogotá 2010. 
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Sancionatorio Ambiental en Colombia para comprender su relación con aspectos en los 
que actos delictivos atentan con el patrimonio ambiental de la nación. 
 
De otra parte, la Constitución Política de Colombia integra un amplio articulado respecto 
a la importancia que en materia ambiental se debe ejercer mediante derechos y deberes. 
Es así, como la Corte Constitucional considera que la ecología es un núcleo esencial
2
, 
entendido como la parte ineludible para los intereses jurídicamente protegidos. 
 
A continuación se describirá la forma como se configura el derecho penal en Colombia 
en materia ambiental, además de la aplicación del régimen y proceso sancionatorio 
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 Sentencia No. T-411/92 M.P: Alejandro Martínez Caballero. 
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1. ANTECEDENTES DEL DERECHO  PENAL AMBIENTAL INTERNACIONAL 
 
1.1 Derecho penal ambiental en el Reino Unido.  
 
A pesar del desarrollo y dinámica política del Reino Unido, el derecho penal ambiental 
aún no ha sido un modelo ampliamente evolucionado. Los diferentes activistas 
ambientales han dado fuerte espacio de intervención hacia la revisión judicial de las 
decisiones del regulador cuando estos últimos no han ejercido la acción penal.  
 
El derecho penal en el Reino Unido le proporciona al Estado la herramienta para recalcar  
tal valoración social, mediante la imposición de la pena criminal, siendo este rol 
trasladado a penas pecuniarias sobre las grandes empresas contaminadoras, así como de 
traficantes de especies en peligro de extinción. En el Reino Unido, el delito ambiental ha 





1.2 Derecho penal ambiental en los Estados Unidos.  
 
El país norteamericano ha desarrollado un campo amplio y extenso de los sistemas 
jurídicos de Common Law respecto a la protección penal del medio ambiente
4
. Según el 
autor EEUU ha sido pionero en esta área del derecho, implementando el más ambicioso 
programa conocido por el derecho penal ambiental comparado. El sistema del derecho 
                                            
3
  ORELLANA, Marcos A. Derecho penal ambiental comparado: El Common Law. Revista Chilena de 
Derecho. vol, 29 No. 2. 2002 p 442. 
4
 Ibid., p 446. 
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penal ambiental en los Estados Unidos incluye mecanismos como: política criminal, un 
sistema penal de protección ambiental, un programa de desafíos institucionales, sociales 
y normativos.    
 
1.3 Derecho penal ambiental en España.  
 
La fuerte problemática ambiental e este país llevaron a los legisladores a plantear la 
necesidad de abordar el tema ambiental de manera extensa y detallada. Con la aprobación 
del Código Penal de 1995 se incorporó un sistema más amplio, introduciendo un mayor 
número de conductas delictivas ambientales, situándose en una nueva fase evolutiva de 
los delitos contra el medio ambiente en el Derecho penal español.  
 
La nueva regulación introducida por el Código Penal de 1995 comprende cinco capítulos 
diferentes, los delitos relativos a la ordenación del territorio y a la protección del 
patrimonio histórico, los delitos contra el medio ambiente y los supuestos relativos a la 




1.4 Derecho penal ambiental en Colombia.  
 
En Colombia los delitos ambientales no habían sido tomados con rigor jurídico más que 
el daño emergente a un individuo o grupo de personas que por casusas y efectos 
secundarios afectaran su salud, trabajo o entorno. Sin duda, el Código penal en su Título 
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 VERCHER NOGUERA, Antonio. Derecho Penal. Evolución jurisprudencial del delito contra el medio 
ambiente.  Revista Jurídica De Castilla y León. Nº 1 Septiembre 2003. p 230 
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XI trata de los de los delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente, sin 
embargo y pese a las pocas determinaciones de ley para los delitos ambientales, solo 
hasta el año 2009 se estableció condenas penales por daños al medio ambiente. La 
expedición del régimen de Procedimiento sancionatorio ambiental mediante la Ley 1333 
de 2009 dio una pauta para ejercer mecanismos de mayor coerción tanto para industrias 




Según MÁRQUEZ BUITRAGO, la tipificación de los delitos contra el ambiente en la 
legislación colombiana “ha estado basada e influenciada por diversos movimientos 
internacionales que a una política planificada y dirigida hacia la protección de los 
intereses fundamentales de la Nación”7.  
  
1.5 Dogmas del delito contaminación ambiental en España.  
 
Según estudios realizados por De La Cuesta Arzamendi, la contaminación ambiental ha 
sido un tema de gran interés en España, motivo por el cual, ha sido regulado en diferentes 
formas del Código Penal
8
. El ambiente, los recursos naturales y los sistemas naturales 
representan bienes jurídicos protegidos, siendo un bien de protección penal; la 
identificación del bien sirve para orientar la interpretación del tipo penal y además limita 
la intervención del legislador. 
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 LEYER. Código Penal.  Edición 29. Colombia  2010 
7
 MÁRQUEZ BUITRAGO, Mauricio. La protección del ambiente y los límites del derecho penal. 
Universidad de Caldas. Colombia 2007. 
88
 De La Cuesta Arzamendi,  José Luis. Cuestiones dogmáticas relativas al delito de contaminación 
ambiental. Catedrático de derecho penal. Universidad del País Vasco, Revista penal, 4, España 1999. p 1-9  
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De acuerdo a lo anterior, existen diversas nociones en cuanto al concepto de ambiente, 
algunas se identifican con el entorno cultural, mientras otras posiciones refirieren al 
conjunto de elementos imprescindibles para la vida: “el aire, el suelo, el agua, entre 
otros”. El Código Penal español determinó cinco capítulos respecto a delitos relacionados 
con los componentes del medio ambiente; sin embargo, la penalización de delitos por 
contaminación ambiental cuando son causados por las empresas tiende a ser justificados 
por comportamiento típico de dificultades económicas, generando en ocasiones 
inviabilidad de la aplicación de la norma penal y administrativa. En conclusión, señala el 
autor que, ante una situación de crisis económica, a la hora de elegir entre dos males (la 
contaminación del ambiente o el cierre total o parcial de la empresa con despido de los 
trabajadores), se defiende la continuidad de la actividad empresarial, debido al derecho 




1.6 Bienes jurídicos colectivos y delitos de peligro abstracto.  
 
Roland Hefendehl aduce que el bien jurídico ha de tratarse de un objeto del mundo real, 
sometido a las leyes físicas. El bien jurídico en España debe representar una posibilidad 
de participación de los individuos en el sistema social sin excluir la protección penal de la 
organización estatal
10. El autor cita que “un uso correcto del concepto de bien jurídico 
conduce a desenmascarar aparentes bienes jurídicos que en realidad no lo son”. El bien 
jurídico protegido no puede venir dado por el “elemento natural”* como un valor en sí 
                                            
9
 ibib., p 19. 
10
 HEFERNDEHL, Roland. ¿Debe ocuparse el derecho penal de riesgos futuros? bienes jurídicos colectivos 
y delitos de peligro abstracto. Universidad de Dresden. Alemania. Anales de derecho Universidad de 
Murcia. número 19. 2001. p 8 -9 
* entiéndase agua, suelo, aire, entre otros.  
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mismo, sino en su función con respecto al ser humano y en su vinculación con sus 
necesidades existenciales; por ser un bien jurídico colectivo nadie puede ser  excluido de 
su uso o aprovechamiento. 
 
El autor en este compendio cuestiona si el derecho penal debe o no ocuparse de riesgos 
futuros respecto a eventualidades por delitos que en ocasiones resultan abstractos, plantea 
la necesidad de relacionar el bien jurídico colectivo como la sumatoria de los bienes 
individuales. Respecto al derecho penal ambiental concluye que nadie puede hacer un uso 
del medio ambiente que no implique un cierto desgaste de éste. 
 
1.7 La función del derecho penal dentro de los instrumentos jurídicos de 
protección ambiental.  
 
De acuerdo con Cañón De La Rosa y Erasso Camacho para aplicar una sanción penal es 
necesario que previamente se hayan agotado los otros medios de control (civil y 
administrativo).  
 
El derecho penal interviene cuando el daño ya ha sido producido.  El desarrollo 
investigativo de los autores nombrados muestra una argumentación respecto a, cómo en 
Colombia el  reconocimiento positivo de la consagración de los tipos penales ambientales 
ha sido poco evolucionado por la escasa reacción social y la ausencia de una política 
estatal integral. El Estado ha presentado una debilidad institucional y carece de 
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capacidades técnicas, logísticas y financieras para investigar, descubrir y sancionar a los 
sujetos activos del ilícito penal
11
.   
 
En el desarrollo investigativo se presenta, consideraciones sobre el sujeto activo como 
personal natural y persona jurídica, los delitos contra el medio ambiente como normas 
penales en blanco, del tipo en particular, el ilícito aprovechamiento de los recursos 
naturales renovables, daños a los recursos, la contaminación ambiental, destrucción al 
medio ambiente, culpabilidad y algunas causales excluyentes de la responsabilidad.   
 
1.8 El derecho penal comparado.  
 
Marcos Orellana presenta en su investigación un estudio respecto de cómo la protección 
penal al medio ambiente en el derecho comparado ofrecen perspectivas, conceptos e 
instituciones que resultan en ocasiones extrañas para especialistas en derecho civil. 
Enuncia el autor que, conceptos como el de la responsabilidad penal objetiva o la 
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 CAÑÓN DE LA ROSA Juliana María y ERASSO CAMACHO, Germán. El papel del derecho penal en 
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1.9 El recurso al derecho penal para la protección del medio ambiente.  
 
Según Vercher Noguera Fiscal del Tribunal Supremo de España actualmente, el vínculo 
entre el Derecho y el medio ambiente constituyen un postulado del que poco o nada se 
puede excluir. Cita el Fiscal que la extensión de los temas ambientales en el contexto 
jurídico constituye un proceso imparable en el que las exigencias ambientales se van 
infiltrando en normas de todo tipo.  
 
Lo anterior, ha dado lugar a una amplia legislación ambiental indirecta, al igual, en 
Colombia también se presenta dificultades de aplicación al ser desconocida la norma en 




En un artículo publicado por la revista jurídica De Castilla y León respecto al derecho 
penal ambiental describe que el recurso al Derecho Penal, no ha sido un asunto tranquilo; 
pues, se han efectuado argumentaciones y planteado debates por parte de algunos 
sectores doctrinales, oponiéndose con ello al uso del Derecho Penal para la protección del 
medio ambiente.  La obra que se desarrolla en esta consulta incluye aspectos de la 
evolución legislativa de la protección penal ambiental, la evolución de la jurisprudencia 
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 VERCHER NOGUERA, Antonio. Derecho Penal. Evolución jurisprudencial del delito contra el medio 
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2. PROTECCIÓN AMBIENTAL EN COLOMBIA MEDIANTE EL DERECHO 
PENAL 
 
2.1 La protección del ambiente y los límites del derecho penal en Colombia.  
 
De acuerdo con Márquez Buitrago quien desarrolló una investigación histórica del 
reconocimiento al derecho del medio ambiente sano, en relación con los derechos 
fundamentales, toma a la sociedad y al entorno físico conforme con sus problemas 
ambientales para hacer una discusión constitucional, abordando el tema desde una 
perspectiva del derecho penal. Esta recapitulación enuncia la limitada capacidad del 




De otra parte Serrano Moreno señala que en un mundo cada vez más dinámico “se debe 
observar que en la actualidad, toda invocación a la protección ambiental, al desarrollo 
sostenible e interiorización económica del deterioro ambiental, incluye necesariamente 
postulados referentes al sistema jurídico”15.  
 
A continuación se relacionan algunos de los contextos que de acuerdo al interés temático 
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2.2 Fundamento Constitucional Ambiental en Colombia.  
 
La Constitución Política colombiana representa el fundamento hacia un ordenamiento 
jurídico en la sociedad respecto a los sectores en que estos interactúan; en tal sentido, la 
vida y el derecho a exigir la protección de ésta, no solo debe limitarse a un 
condicionamiento de un derecho individual, sino colectivo.  
 
El medio ambiente como caso de estudio en el derecho penal se basa en principios 
constitucionales, es así como la gran mayoría de situaciones en las que se viola una 
norma ambiental está se relaciona con el Articulo 79 de la Carta Magna (derecho a un 
ambiente sano), una norma que en sí integra todo para hacer de un bien natural, un bien 
jurídicamente protegido, pero que en la realidad social su interpretación y actuación se ha 
convertido en una ambigüedad jurídica. 
 
La Constitución Política de Colombia se considera como una  constitución ecológica por 
su amplio articulado  en relación a temas ambientales, estos últimos son considerados 
derechos de tercera generación, de los cuales, su protección se soporta en un estado social 
de derecho, respaldado por instrumentos en los que la sociedad puede interponer 
Acciones de tutela, Acciones de Cumplimiento, Acciones Populares, para solicitar al 




"En relación con los derechos constitucionales, la Corte ha señalado que los tipos 
penales, se erigen en mecanismos extremos de protección de los mismos
16
, y que, 
en ciertas ocasiones el tipo penal integra el núcleo esencial del derecho 
constitucional
17
. Por lo mismo, al definir los tipos penales, el legislador está 
sometido al contenido material de los derechos constitucionales
18
, así como los 
tratados y convenios internacionales relativos a derechos humanos ratificados por 
Colombia
19
 y, en general, el bloque de constitucionalidad”. 
 
2.3 Bien Jurídico colectivo.  
 
El medio ambiente es un bien Colectivo, y como tal, representa el entorno en el que una 
persona o sociedad ejerce su derecho a vivir en condiciones adecuadas.  
 
En Colombia este bien Jurídico ha sido afectado y en muchas ocasiones violentado por 
múltiples eventos y sucesos como los actos en los que se realizan destrucción o tala de 
bosques, afectación en el cauce de ecosistemas de ríos, tráfico de especies en vía de 
extinción, contaminación de fuentes hídricas, entre otras. 
 
El medio ambiente y los recursos naturales como bienes jurídicos protegidos están 
vinculados a otros bienes jurídicos, entre ellos el derecho a la vida, a la salud y al 
bienestar, ya que para hacer efectivos estos derechos se requiere que el ser humano tenga 
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 Sentencia C-587 de 1992. 
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 Sentencia C-456 de 1997. 
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 Sentencia C-125 de 1996, C-239 de 1997. 
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 Sentencias C-587 de 1992, C-404 de 1998, C-177 de 2001. 
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a la disponibilidad aire limpio para respirar, suelos fértiles y sanos donde cultivar sus 
alimentos, agua potable y acceso a una alimentación adecuada, libre de contaminación, 




Señala Galeano Rey, que de acuerdo con el ordenamiento jurídico en Colombia, “la 
técnica penal a la que el legislador recurre con mayor frecuencia es la tipificación del 
delito de peligro concreto y los delitos de resultado”21. Este delito generalmente se 
concentra en lo que refiere a la contaminación ambiental y el daño ecológico. 
 
2.3.1 De la Contaminación Ambiental. 
 
El Código Nacional de Recursos Naturales Renovables define la contaminación 
ambiental como “la alteración del ambiente con sustancias o formas de energía puestas 
en él, por actividad humana o de la naturaleza, en cantidades, concentraciones o niveles 
capaces de interferir el bienestar y la salud de las personas, atentar contra la flora y la 
fauna, degradar la calidad del ambiente de los recursos de la nación o de los 
particulares”22. 
 
La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia cita que: “la doctrina y la 
jurisprudencia son uniformes en la clasificación que otorga a los tipos penales, así: de 
acuerdo con su contenido, conducta y resultado; y con referencia al bien jurídico 
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 GALEANO REY, Juan. Bien Jurídico Ambiental. Universidad del Rosario. Profesor Cátedra de 
Victimologia. Bogotá. 2009. p 6-12 
21
 Ibid., p 10. 
22
 Decreto Ley 2811 de 1974, artículo 8. 
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tutelado, en tipos de lesión y de peligro, de donde surge evidente la inexistencia de 
contraposición entre tipos de peligro y tipos de resultado
”23
, y de acuerdo a Novoa 





2.4 El código penal y los delitos contra el medio ambiente. 
 
La condición política y el orden público que ha enfrentado Colombia desde hace varias 
décadas ha sido una situación que ha causado altos daños ambientales, los 
enfrentamientos con grupos al margen de la ley han ocasionado prácticas delictivas como 
talas de árboles y bosques, siembras de cultivos ilícitos, daños a ecosistemas estratégicos, 
actividades mineras ilegales, entre otras; tal condición, la expone el Código Penal en su 
Artículo 154. Sin embargo, desde otro punto de vista, no es claro qué norma penal aplica 
cuándo se presentan situaciones en las que las empresas comprometen su responsabilidad 
jurídica según su actividad empresarial cuando éstas incurren en daños al medio 
ambiente; ya que en Colombia se castiga mediante sanciones o multas y muy poco se  
penaliza.  
 
El Código Penal en Colombia estableció en sus artículos (331, 332 y 333) algunas de las 
acciones que en materia de incumplimiento de la norma son causales de penalización. 
Antes de que entrará a operar el nuevo sistema penal acusatorio era practicante nulo los 
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  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala De Casación. Proceso No 23286. Aprobado mediante acta N 
21. M.P: Dr. Mauro Solarte Portilla. Bogotá D.C., 19 de febrero 2007. 
24
 EDUARDO NOVOA MONREAL, Fundamentos de los delitos de omisión, Ediciones Depalma, Buenos Aires, 
1984, p. 125. 
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casos de personas naturales o jurídicas que estuviesen penalizados por algún daño, 
deterioro o delito contra el medio ambiente y, pese a que ya existía el Decreto 2811 de 
1973 el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio 
Ambiente, junto con el articulado del Código penal en referencia a los delitos 
ambientales. 
 
Recientemente, y a partir de la expedición de la Ley 1333 de 2009 la penalización en 
relación a delitos y daños ambientales en Colombia está tomando importancia en las 
Cortes, Legisladores, e incluso en los jueces, y aunque aún, existen vacíos jurídicos para 
la interpretación de la norma ambiental, es un avance significativo las recientes condenas 
dadas a guerrilleros del ELN quienes fueron penalizados y responsables de sucesivos 
ataques al oleoducto Caño Limón en Coveñas. Tales insurgentes en su actuación, 
incurrieron en cargos de terrorismo y contaminación ambiental  por el derrame del crudo 




2.5 Los delitos ambientales en Colombia.  
 
La mayoría de los delitos penales ambientales en Colombia son tipos penales en blanco, 
generalmente se consolidan en una norma extrapenal administrativa.  La sanción 
administrativa y penal parte de un mismo “supuesto” de hecho y el elemento 
diferenciador radica en la gravedad del daño que ocasiona la realización del “supuesto”26  
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 Fallo del Tribunal Superior de Arauca. Diario El Espectador. Sección Judicial, Publicación del 4 de 
Agosto de 2010. Visto en: (http://www.elespectador.com/articulo-217146-13-anos-de-carcel-guerrilleros-
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 CAÑÓN DE LA ROSA, Juliana María. El papel  del derecho penal en la tutela del ambiente. 
Universidad Javeriana. 2004. p 43  
20 
 
De acuerdo a lo anterior, es importante conocer cuál es elemento diferenciador en una 
actuación delictiva que puede conducir a un proceso penal por delitos ambientales, sin 
embargo, la ley no es clara en cuanto a la determinación del sujeto activo, pues no se 
diferencia entre persona jurídica o una persona natural; lo cual, hace complejo diferenciar 
la responsabilidad. 
  
“La Corte Constitucional señala que el daño al ecosistema, así ello se haga en 
desarrollo de una explotación lícita, desde el punto de vista constitucional, tiene el 
carácter de conducta antijurídica. No puede entenderse que la previa obtención del 
permiso, autorización o concesión del Estado signifique para su titular el 
otorgamiento de una franquicia para causar impunemente daños al ambiente”27. 
 
2.6 Del Procedimiento sancionatorio ambiental colombiano.  
 
El reciente régimen sancionatorio ambiental determinado por la Ley 1333 de 2009, 
introdujo algunos aspectos, entre ellos: definición de infracciones ambientales, en 
materia ambiental, se presume la culpa o el dolo del infractor. Respecto al régimen de 
responsabilidad, se determinó las causales de agravación. En cuanto a las sanciones se 
incrementó el valor de las multas y se amplío de tres a  veinte años, el término de 
caducidad de la acción sancionatoria ambiental. 
 
                                            
27
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena.  Sentencia C-320/98. Santa Fe de Bogotá, D.C., junio 30 de 
1998. M.P: Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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De acuerdo con el parágrafo del artículo 1 de la Ley 1333 de 2009 “en materia 
ambiental, se presume la culpa o el dolo del infractor, lo cual dará lugar a las medidas 
preventivas. El infractor
28
 será sancionado definitivamente si no desvirtúa la presunción 
de culpa o dolo para lo cual tendrá la carga de la prueba y podrá utilizar todos los 
medios probatorios legales”. 
 
Señala la Ley 1333 de 2009 que el procedimiento sancionatorio ambiental en Colombia 
será aplicado por las autoridades ambientales competentes a las personas naturales y 
jurídicas que infrinjan, por acción u omisión, las normas expedidas en materia ambiental. 
Sin embargo, en la contextualización de la ley citada, la diferenciación entre una sanción 
a persona natural respecto a una jurídica solo se limita a medidas cautelares y para 
resarcir la infracción mediante multas.  En tanto, el artículo 21 de la misma ley cita que 
en caso de que los hechos (materia del procedimiento sancionatorio) fueren constitutivos 
de delito, falta disciplinaria o de otro tipo de infracción administrativa, la autoridad 
ambiental pondrá en conocimiento a las autoridades correspondientes de los hechos. 
Señala el parágrafo del mismo artículo que la existencia de un proceso penal, 
disciplinario o administrativo, no dará lugar a la suspensión del procedimiento 
sancionatorio ambiental.  
 
De acuerdo al anterior contexto argumentativo, aún queda poca claridad en la forma en 
que el derecho penal ambiental en Colombia se aplica en pro de la protección de los 
recursos naturales, el ambiente y la ecología.   
                                            
28
 Se considera infracción en materia ambiental toda acción u omisión que constituya violación de las 
normas contenidas en el Código de Recursos Naturales, Renovables Decreto  ley 2811 de 1974, en la Ley 
99 de 1993, en la Ley 165 de 1994, y demás disposiciones ambientales vigentes. 
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2.7  Los delitos ambientales de los grupos al margen de la Ley en Colombia.  
 
Las acciones que incurren en daños, deterioro, explotación y mal uso de los recursos 
naturales en diversas zonas selváticas de Colombia hacen parte de las prácticas delictivas 
que deterioran el componente y estructura tanto ecológica, ambiental, social, política y 
económica del país. En este contexto, la aplicación del derecho penal en materia 
ambiental constituye un elemento fundamental para proteger defender y dar penalización 
por actos terroristas, no solo en cuanto a derecho humanos, sino además en derechos de 
tercera generación como son los ambientales, (derechos colectivos para la sociedad y la 
nación). 
 
Es en este punto del proceso de consulta investigativa que ha surgido interés por conocer 
parte de la aplicación de la norma ambiental en el derecho penal, ya que, la ilegalidad e 
insurgencia de grupos  armados constituyen delitos y violación a normas constitucionales, 
las cuales conllevan a un procedimiento penal, tema de gran relevancia para la justicia 










3. PROPUESTA Y SOLUCIÓN 
 
Es interesante examinar si la normativa ambiental en relación con los actos que afectan el 
medio ambiente es una determinación basada en un marco y línea base colombiana o es 
una adecuación de un modelo puramente extranjero. La política ambiental como la 
regulación y tipificación de delitos ambientales deben estar sujetas a la realidad nacional 
en relación con criterios frente a violaciones constitucionales. 
 
Si bien, en Colombia el medio ambiente se considera un bien jurídico, valdría la pena 
considerar el cuantificar dichos bienes naturales, toda vez que los recursos naturales 
hacen parte de un complejo y complemento que mantiene y permite la estructura en 
función social. 
 
De otra parte, como cita Edgar H. Camacho
29
 “el derecho penal no solo debe ser 
aplicado o empleado ante un sujeto cuando éste ha cometido un acto  punible e ilegitimo 
que afecta al medio ambiente, sino que debería emplearse cuando una persona natural 
y/o jurídica ejerza acciones que podrían desencadenar una serie de eventos a futuro 
repercutiendo y generando daños, alteraciones, deterioro y/o perdida de las 
características de un recurso natural, ecosistema o entorno ambiental”.  
 
De acuerdo con lo anterior, el derecho penal en lo ambiental debe ser preventivo 
ejerciendo un principio de precaución frente a una condición de riesgo ambiental, social, 
                                            
29
 Especialista en Derecho Ambiental. Universidad del Rosario. Organización Fevive. Unidad de Derecho 
Ambiental. 2011. Boletín 027. Bogotá Colombia.  
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económico y jurídico. En este contexto la certeza científica de un posible daño o 
afectación ambiental sería una  variable de peso ante tal medida preventiva en defensa de 

























1) El desarrollo del derecho penal ambiental en países como España, Estados Unidos y 
el Reino Unido ha sido parte fundamental para comprender la relación del tema 
ambiental con las áreas del derecho. Sin embargo y aun cuando en Colombia el derecho 
penal todavía es utópico respecto a su aplicación, se prevé un camino de construcción 
jurídica más clara, precisa y medible en materia de penalización por daños ambientales 
tanto a nivel de personas jurídicas como naturales.  
 
2) El medio ambiente como bien colectivo, representa el entorno en el que una persona o 
sociedad ejerce sus derechos; tales condiciones han variado en las últimas décadas y de 
cierta manera los actos que implican violación y delitos a los bienes naturales es una 
amenaza colectiva para la nación. 
 
3) A partir de las recientes condenas en relación con delitos ambientales en Colombia 
ante representantes de empresas contaminadoras del ambiente y grupos delincuenciales, 
se empieza a configurar una relación entre el derecho ambiental con el administrativo, el 
constitucional y el penal, en donde este último, es un recurso en el que se llega cuando se 
ha cometido actos tipificados como delitos y no como afectaciones. 
 
4) El desarrollo y profundización investigativa de cómo el medio ambiente, el derecho 
penal y la justicia militar pueden identificar elementos que configuren un lineamiento 
jurídico de acción en pro de defender los recursos naturales y penalización de los actos en 
grupos al margen de la ley, constituye un reto para el investigador en su proceso de 
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